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Prólogo


La dimensión social en los procesos de integración mundial abarca ámbitos distintos, de naturaleza económica, política y cultural. La integración mundial de los mercados, el papel del Estado-nación y el mantenimiento de regímenes democráticos, que reclaman la participación activa de una ciudadanía cada vez más comunitaria y global, impactan en el espacio sociolaboral, condicionado por los procesos de internacionalización de las economías nacionales y la transnacionalización de las empresas.


Los aspectos sociales de la globalización guardan estrecha conexión con los niveles y la conformación del empleo, con los dispositivos de flexibilización de los mercados de trabajo y de las condiciones en que se desarrolla, sin olvidar, naturalmente, los cambios estructurales de los sistemas de seguridad y protección social. Las dificultades para absorber de manera productiva una fuerza de trabajo cada vez más heterogénea, que reclama en su condición de clase social que le sea reconocida en su plenitud la titularidad de sus derechos fundamentales, específicos e inespecíficos, obliga a integrar en los procesos de 
reconstrucción democrática políticas sociales que identifiquen los sectores de población más debilitados y vulnerables por la exclusión, con estrategias e instrumentos que garanticen un acceso universal a los derechos básicos, reorientando la participación de los actores sociales en condiciones de viabilidad. La cohesión social debe ser leída en términos de solidaridad e inclusión, con sistemas universales de protección social y de diálogo social, que corrijan las disfunciones del mercado, y superen las desigualdades en el acceso al empleo y los desequilibrios en la distribución de los ingresos y las rentas del capital. 


La liberalización de las economías nacionales y su integración en la economía mundial han hecho emerger mercados de trabajo que, definidos en términos de competitividad, aplican bajos salarios y reclaman normas laborales soft, con estándares de protección inasumibles para garantizar de forma adecuada y suficiente el ejercicio de los derechos laborales básicos. En el contexto actual de la globalización, la capacidad de decisión de los Estados soberanos ha quedado seriamente comprometida por factores externos. La interdependencia económica, cada vez más fuerte, la posición estratégica del capital transnacional, así como los compromisos jurídicos adquiridos a escala internacional, atenúan las capacidades de los Estados soberanos, y acrecientan los dominios de las instituciones internacionales y supranacionales, con un poder de decisión tan amplio que les permite extender sus redes y abarcar todos los sectores de población, afectando sus condiciones de vida y trabajo. 


El impulso de la globalización económica con opciones neoliberales, que valoran la capacidad de aquella como fuente de riqueza y de estímulo de la competitividad, ha forzado a los Estados-nación a desarrollar políticas de atracción del capital transnacional a cambio de sacrificar las políticas sociales, compensatorias y redistributivas de la renta, inherentes al Estado de bienestar, cuyo referente –el Estado social–, paradigma de la intervención pública en la actividad económica y en las garantías de los derechos y obligaciones políticos y sociales, e inclusivo de la participación social en el espacio institucional y en las empresas, configura el trabajo como un valor central y social que permite hacer efectivos los principios democráticos y el ejercicio de los derechos de ciudadanía. 


Son conocidas las consecuencias del ejercicio de las tendencias y propuestas neoliberales, instaladas bajo el ropaje del régimen de la Organización Mundial del Comercio (OMC); la segmentación de la riqueza, la disminución de las rentas del trabajo y el aumento de las rentas del capital, actúan como contrapunto de otras alternativas más proteccionistas que, primando la soberanía nacional y el Estado del bienestar, defienden la adopción de medidas eficaces para combatir el dumping social. 


La viabilidad de una sociedad del bienestar, construida sobre pilares de derechos sociales públicos y universales, ha sido cuestionada desde posiciones globalizadoras, que instaladas en la desregulación y flexibilización de los mercados de trabajo, abogan por la polarización de la riqueza a través de un incremento de las rentas del capital y un correlativo descenso de las rentas del trabajo. El desempleo, próximo a ser estructural, la pobreza, la exclusión social y las políticas nacionales de reducción del gasto público han quebrado el Estado de bienestar como arquitectura política, económica y social. 


La obra de Iván Daniel Jaramillo Jassir apuesta por la promoción de políticas sociales a nivel mundial que, afrontando los retos de la globalización, actúen como elemento corrector de las deficiencias que expresa el mercado mundial, aportando dispositivos de estímulo de un desarrollo sostenible y de redistribución de la riqueza. Las alternativas que ofrece este libro, que tengo el enorme placer de prologar, van acompañadas de instrumentos de cooperación internacional orientados a la elevación de los estándares sociales y a la promoción del progreso social, haciendo del empleo de calidad un mecanismo internacional que, tal como afirma el Preámbulo de la Carta de Naciones Unidas, impulse “el progreso económico y social de todos los pueblos”, con “niveles de vida más elevados, trabajo permanente para todos, y condiciones de progreso y desarrollo económico y social” (capítulo IX de la Carta), garantizando que el ser humano sea el eje central y prioritario de actuación.


En este libro, Iván Daniel analiza los múltiples problemas y retos que se plantean en la actualidad, con un llamamiento a una sociedad civil cada vez más crítica con el modelo vigente de globalización. La Declaración del Milenio, aprobada el 8 de septiembre de 2000 por la Asamblea General de Naciones Unidas (Resolución 55/2), pone el acento en la necesidad de conseguir que el proceso de globalización económica redunde en beneficio de todos los países y contribuya de manera efectiva a la erradicación de la pobreza, estableciendo al efecto un conjunto de objetivos de desarrollo para 2015. 


La crisis económica y financiera que se da en la actualidad ha mostrado las deficiencias y debilidades de un sistema capitalista salvaje, que ha sido acuñado sin responder a las demandas y necesidades de amplias capas de población. Con gran acierto y un enfoque crítico, Iván Daniel ejemplifica los efectos de la deslocalización y traslado transfronterizo de la actividad económica, con deslizamiento de una mano de obra que es pieza esencial para la integración de la empresa en el mercado mundial; como bien dice Iván Daniel, la afectación del empleo y del tejido productivo, así como los riesgos ciertos de dumping social fuerzan a la baja las demandas de la clase trabajadora.


De este fenómeno se ha defendido su inevitabilidad y sus aspectos positivos ligados a la especialización, eficacia y bienestar social. Esta orientación contrasta, como acertadamente relata Iván Daniel, con la posición de quienes ven en la deslocalización internacional un proceso multidireccional que en el medio o el largo plazo no tiene por qué fortalecer las economías nacionales, al darse cita otros elementos que, a la postre, determinarán los impactos positivos o negativos de la deslocalización.


En este itinerario, parece haberse olvidado la trascendencia del derecho y de los sistemas normativos para redirigir los procesos económicos; tampoco se tiene en cuenta que el tránsito de la autorregulación a la regulación legal es necesario para dotar a las relaciones empresariales de un adecuado grado de imperatividad que tan solo el derecho puede garantizar. Por el contrario, en la arquitectura empresarial hay tendencias y orientaciones que pretenden sortear el sometimiento a normas imperativas y privatizar los derechos sociales. La responsabilidad social corporativa –RSC– ejemplifica los modos de actuación de las empresas de dimensión transnacional, urgidos por la internacionalización de los mercados y los cambios sociales que ella impone. Su definición más aceptada la sitúa en la lógica de la voluntariedad, la autorregulación y la no exigibilidad jurídica, con repercusiones interesantes en el binomio derechos/obligaciones y en sus fuentes de ordenación. La RSC quiere demostrar la incapacidad del derecho para afrontar los cambios impuestos por la globalización.


Con la revalorización del soft law a través de políticas y estrategias de RSC se pretende ofrecer una nueva imagen de la empresa global, como institución económica y financiera, pero también como entidad social. La empresa de hoy actúa libremente en el mercado –precisamente porque el mercado es cada vez más libre– y modifica su apariencia, mostrándose como actor social, como empresa ciudadana, capaz de generar la necesaria confianza para gestionar sin controles públicos, además del capital económico, otros ámbitos directamente conectados con lo social, lo humano y lo medioambiental.


La progresiva degradación de los derechos sociales responde a causas muy variadas: escasez de ofertas de empleo, inseguridad política, jurídica y económica del país receptor, competencia entre los Estados soberanos para atraer las inversiones, etcétera. La empresa transnacional se deslocaliza a países donde los salarios son más bajos, obteniendo ventajas competitivas cada vez más evidentes. Externalización y terciarización son realidades que vienen acompañadas de precarización y devaluación de las condiciones laborales. En este espacio, donde es frecuente la vulneración de derechos que conduce a la intolerancia, la discriminación y la exclusión social y política, la empresa de gran dimensión mantiene su posición dominante en el mercado. 


La obra de Iván Daniel Jaramillo Jassir reclama la creación de instrumentos jurídicos que establezcan normas universales que garanticen a sus titulares el libre ejercicio de los derechos fundamentales. Normas sobre las responsabilidades de las empresas transnacionales y la constitución de tribunales internacionales con jurisdicción para juzgar la vulneración de los derechos económicos y sociales, haciendo efectiva una política que respete de manera prioritaria el derecho internacional de los derechos humanos. Propone, en fin, el sometimiento de las relaciones internacionales y de las decisiones de política económica y de cooperación internacional a las normas internacionales de protección de los derechos humanos, así como la adopción de instrumentos que garanticen a todas las víctimas el acceso a espacios de protección para la restitución de sus derechos.


Este libro merece ser leído, no solo por la interesante orientación que su autor ofrece de la globalización y sus consecuencias, sino ante todo por sus aportaciones novedosas en un campo que, aunque explorado, merece de la doctrina científica laboral mayor detenimiento, atención y reflexión. Tengo el privilegio de prologar un trabajo de gran calidad, que gustosamente dirigí, en su primera versión, como tesis doctoral presentada y espléndidamente defendida en junio de 2014, en la Universidad de Castilla-La Mancha (España), por Iván Daniel Jaramillo Jassir, ante un tribunal de prestigio y de reconocida calidad científica, presidido por el catedrático de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, D. Joaquín Aparicio, de la Universidad de Castilla-La Mancha, y del que además formaron parte la profesora titular de Derecho del Trabajo de la Universidad de Valencia, Belén Cardona, y el profesor titular de Derecho del Trabajo de la Universidad del País Vasco, Mikel de la Fuente. La profundidad y el rigor científico de sus aportaciones hicieron que la tesis doctoral de Iván Daniel fuera merecedora de la máxima calificación que otorga la Universidad de Castilla-La Mancha: sobresaliente cum laude.


Quien busque en este libro una mera descripción de situaciones ligadas a la globalización y a sus efectos en el marco de las relaciones de trabajo, no verá satisfechas sus expectativas. Quien, sin embargo, quiera conocer desde un enfoque crítico y muy actual los grandes problemas del derecho del trabajo en su dimensión transnacional, y hallar soluciones desde el plano dogmático y propuestas novedosas, podrá encontrar en esta publicación un referente de valor, en la que late el tesón, la personalidad y rigor de Iván Daniel, gran compañero y buen amigo, pero ante todo una persona inquieta, sensible y pegada a la realidad; un ‘hombre bueno’, seriamente comprometido con la verdad y con la situación política y social de su bello y maravilloso país, Colombia.


Amparo Merino


Profesora titular de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social


Universidad de Castilla-La Mancha


Cuenca, España, septiembre de 2014





Introducción


¿Por qué habríamos de rogar una limosna al tiempo?


¡Nosotros,


cada uno de nosotros,


sostenemos en nuestras manos


las correas de transmisión del mundo!


La Nube en Pantalones (1915)


Vladimir Maiakovski


Este libro es el resultado del trabajo de investigación desarrollado en el marco del programa de doctorado en Derechos Fundamentales y Libertades Públicas de la Universidad de Castilla-La Mancha bajo la dirección de la profesora Amparo Merino Segovia, con la pretensión principal de encontrar luces sobre el devenir del derecho del trabajo y las necesarias adaptaciones que demanda la erosión de las fronteras nacionales y comerciales en el siglo XXI. 


Contiene una reflexión encaminada a identificar y evaluar las principales claves de la redefinición de la disciplina jurídica que toma por nombre y se ocupa del trabajo en un contexto económico adverso que demanda la reformulación de las categorías esbozadas para un esquema de producción fordista nacional. Se enmarca en la adopción de políticas que privilegian la libertad de mercado, destruyendo los pilares del Estado de bienestar sobre el que se edificó la promesa de la segunda posguerra mundial, que pretendía introducir límites sociales al sistema capitalista de producción.


Así, el contexto enseña políticas de austeridad económica de matriz supranacional sin contenidos democráticos que derivan en la restricción de los derechos que emanan de la relación de trabajo como fórmula para aumentar los niveles de empleabilidad sin consideración a la calidad de los trabajos.


La construcción de la dogmática laboral enfrenta la sustitución del modelo protector por un esquema de desregulación en función del mercado debilitando el sistema de garantías que acompaña el trabajo.


En efecto, el título resulta ilustrativo de la tesis principal que fue defendida en la investigación: en un contexto productivo globalizado y deslocalizado resulta necesario universalizar el derecho del trabajo como sistema de corrección de las desviaciones sociales del mercado.


La crisis económica mundial deriva en respuestas sociales frente a sus efectos que han fundamentado, entre otras, la primavera árabe iniciada en Túnez en el año 2011, como consecuencia de la negación del derecho del trabajo de un ciudadano (Mohamed Bouazizi) quien, frente a la imposibilidad de acceso a una actividad de la cual podía obtener los bienes y servicios básicos, optó por inmolarse dando inicio a la revuelta social que depuso al dictador Ben Alí en aquella nación.


Las réplicas del movimiento de resistencia social a los efectos de la globalización se han extendido por Europa y Latinoamérica hasta llegar a Bosnia-Herzegovina en el año 2014, en un contexto de privatizaciones que incorpora tasas de desempleo del 27,5% detonantes de revueltas sociales en las calles de Sarajevo.


El contexto en que se desarrolló la investigación evidencia, asimismo, la respuesta social latinoamericana frente a los efectos de la liberalización comercial y el gobierno financiero de privilegio de la libertad de mercado y el crecimiento económico sin consideración de las políticas de bienestar social.


La aproximación universal de las relaciones laborales constituye el principal desafío para los juristas del trabajo, formados bajo las categorías nacionales de matriz fordista que resultan incapaces de asegurar estándares mínimos de dignidad del trabajo y acceso consecuente al estatus de ciudadanía en el siglo XXI. 


El desafío del estado de la evolución de la disciplina comporta la adecuación a la desaparición de las fronteras que antaño constituían los conductos por los que fluían las relaciones de trabajo bajo el gobierno y control de los Estados.


Las constantes referencias a los estudios realizados por la Universidad de Bologna y la Universidad de Castilla-La Mancha se explican por la generosidad intelectual de los profesores que integran los respectivos departamentos de Derecho del Trabajo, y la profundidad de los análisis con que han abordado la problemática de la deslocalización y universalización de las relaciones de trabajo que sirvieron de fundamento a la investigación.


La perspectiva jurídica que informa este libro pretende brindar elementos de juicio para articular las diversas formas de intervención que el derecho del trabajo ha desarrollado para regular la relación capital-trabajo en el posfordismo.


Así, el objetivo de la investigación estuvo dirigido a encontrar las claves de redefinición del derecho del trabajo en la disyuntiva de privilegio del poder empresarial que propone la financiarización de las relaciones sociales que sustituye las categorías sociales de protección por las libertades económicas al servicio del mercado.


El eurocentrismo que acompaña la formación de la disciplina laboral constituye el centro de gravedad de la crisis económica mundial, que replantea su viabilidad y supervivencia, y enmarca la problemática fundamental abordada en la investigación.


El objetivo principal planteado aquí está determinado por la elaboración de una propuesta de aproximación a la construcción de una estructura de gobernanza global de un derecho de fronteras, como la define el profesor Romagnoli, ilustrando la reformulación del iuslaboralismo hacia nuevos instrumentos de regulación, nuevos sujetos y nuevas formas de justiciabilidad de los derechos laborales.


La movilidad del capital, una consecuencia de la globalización económica, plantea fugas de la regulación de matriz nacional que pretenden ser identificadas y corregidas mediante métodos de intervención que superan las limitaciones territoriales de las categorías jurídicas clásicas.


En este orden de ideas, el postulado base de la investigación consistió en verificar la ruptura del sistema de producción fordista empresarial derivada de un modelo de competencia en la globalización económica y la demanda de redefinición de esquemas de regulación capaces de universalizar las garantías que emanan de la prestación de servicios en cualquiera de sus modalidades.


La evidencia del ataque del sistema financiero por apropiarse de los sistemas que regulan las relaciones sociales, incorporando principios de favor hacia el mercado, pretende ser demostrada como el principal desafío del derecho del trabajo que intenta ser reducido a través de la flexibilización y destrucción de las garantías en detrimento de la construcción de trabajo decente.


La inserción de categorías universales de protección dirigidas a sujetos universales –empresas multinacionales, los proyectos de confederaciones internacionales sindicales y la OIT– se aborda como demostración del cambio de paradigma de las relaciones laborales en el posfordismo.


Así las cosas, el problema jurídico que se estudia en este libro tiene por objeto la reformulación de las categorías clásicas tuitivas laborales en la deslocalización productiva que emerge de los principios fundamentales de los sistemas de integración económica: libertad de empresa, libertad de circulación y de establecimiento.


La hipótesis central consiste en la verificación de la demanda, en los albores del siglo XXI, de universalización del derecho del trabajo que deriva de la ineficiencia de la construcción nacional para atemperar los efectos de la globalización económica.


Conviene advertir que el enfoque preponderantemente jurídico de las problemáticas descritas no pretende constituir un estudio económico ni sociológico, cuyos pilares epistemológicos se toman en préstamo para la contextualización y fundamentación de las ideas que se plantean a lo largo de los capítulos.


Estructurado en cinco capítulos, el primero aborda las principales precisiones conceptuales sobre la deslocalización productiva, el contexto de globalización económica en que se desarrolla y las categorías jurídicas que lo fundamentan, con soporte en el principio de libertad empresarial, principales elementos que constituye el escenario en que se desarrolla la problemática analizada.


El segundo capítulo analiza la redefinición de los sujetos clásicos de las relaciones laborales, que profundiza la importancia de la estructura normativa originada en la OIT, la disciplina de las unidades productivas multinacionales en procura de la superación de los esquemas autorreferenciales de regulación y el proyecto de adaptación de las organizaciones sindicales al espacio global de acción.


El tercer capítulo se ocupa de la estructura jurídico-laboral de respuesta a la movilidad del capital basada en la articulación del trabajo decente como modelo de regulación universal y los instrumentos de regulación de hard law y soft law y sus manifestaciones regionales que construyen el acervo regulatorio de la globalización del derecho del trabajo.


El cuarto capítulo está destinado al análisis de la fórmula europea de debilitamiento del esquema tuitivo laboral, denominada flexiseguridad, que pretende permear los sistemas laborales en Europa, no obstante su ineficiencia macroeconómica, relajando el esquema de garantías de la relación de trabajo para profundizar, en teoría, los mecanismos de movilidad laboral.


El quinto capítulo contiene una propuesta de regulación universal a partir de la ruptura del principio de territorialidad clásico y las propuestas de adecuación de la estructura dogmática hacia el neolaboralismo, que construya respuestas frente a las perspectivas de financiarización de la disciplina laboral.


Por último, el lector encontrará en este libro la demostración de las tesis que estructuran una propuesta de remodelación de la disiciplina laboral como sistema de respuesta social al contexto productivo deslocalizado en el marco de la globalización neoliberal.





Capítulo 1
Globalización económica y la necesaria articulación entre libertades empresariales y derechos laborales


El presente capítulo se ocupará de la descentralización productiva en clave territorial, uno de los mayores retos para el derecho del trabajo que, concebido en los límites de cada país, debe ser rediseñado para adecuarse al sistema de producción que en el contexto de la globalización supera las fronteras nacionales.


La delimitación conceptual de la deslocalización productiva se alimenta de aproximaciones semánticas, económicas y jurídicas que determinan la materia que analizaremos. Al mismo tiempo, la globalización económica –sustrato contextual de la deslocalización– cobija organizaciones internacionales que han privilegiado el gobierno financiero de las relaciones económicas del siglo XXI, que en la actualidad afrontan una crisis económica global que demanda respuestas de intervención global. 


La libertad empresarial fundamenta –en el marco de la globalización– el rediseño del sistema productivo soportado en unidades de explotación que se trasladan en el espacio para buscar maximizar el rédito en un mundo sin fronteras.


El derecho del trabajo se muestra incapaz de realizar su misión fundacional de equilibrio en la ecuación capital-trabajo, en un mundo en que la empresa se deslocaliza y escapa a las fronteras del ordenamiento laboral clásico.


El análisis del panorama general demostrará el cambio contextual que acompaña al sistema de producción posfordista, en el que debe rediseñarse la disciplina que se ocupa del trabajo, cuyo carácter tuitivo demanda una intervención global.1



1. Deslocalización productiva


Tradicionalmente, el trabajo está regulado en el territorio de cada país bajo el esquema clásico capital-trabajo de la sociedad industrial2 en el ámbito estatal. Las cartas constitucionales de corte liberal consagran el derecho al trabajo en condiciones dignas y justas,3 al mismo tiempo que reconocen el principio de libertad de empresa, en desarrollo del cual las unidades productivas están habilitadas para la toma de decisiones –como la descentralización territorial– en la búsqueda legítima del aumento de la utilidad que arroja el ejercicio productivo que emprenden (véase numeral 3).


No obstante, como cualquier facultad, la libertad de empresa está limitada por el respeto de bienes jurídicos que puedan resultar en colisión con estos derechos, como el trabajo digno y justo, que no puede ser erosionado privilegiando el desarrollo del capital, para lo cual esta investigación contiene una propuesta de extensión territorial de los esquemas de garantía que realizan el trabajo decente como proyecto de regulación universal.


El contexto genérico aludido debe complementarse en el ámbito comunitario europeo con el reconocimiento de los principios fundacionales de libertad de establecimiento y circulación de capitales contemplados en el Tratado Constitutivo de la Unión Europea (véase numeral 3.1, y numeral 1.3 del capítulo 5).4


Los esquemas clásicos de relaciones laborales fordistas, en que una empresa localizada en un territorio nacional específico producía y comercializaba bienes o servicios, han ido cambiando paulatinamente de forma que, en los albores del siglo XXI, se verifica, en el marco de la libertad de iniciativa económica, la transferencia de la actividad productiva de un número considerable de empresas a otro país, escindiendo así los espacios geográficos de producción del lugar de consumo.


La visión clásica de un derecho del trabajo nacional ha dado paso a esquemas de regulación universal, que estructuran un nuevo sistema de regulación más allá de las fronteras (véase numeral 2 del capítulo 3).5


Este contexto enmarca la incorporación de un nuevo concepto dogmático que ha sido denominado offshoring,6 o deslocalización productiva, que implica el traslado de la unidad de producción o parte de esta a un espacio nacional o internacional diverso con regímenes de protección laboral de inferior grado.7


En este orden de ideas, el factor territorial constituye un elemento de competencia y reducción de costos de producción para las empresas, que encuentran en el traslado de la producción a un país con estándares laborales inferiores, y que el derecho del trabajo ideado en las fronteras de los Estados nacionales no conocía.


La necesidad de reformular las reglas que articulan las relaciones laborales deriva de la incapacidad del derecho del trabajo –pensado en clave fordista– de intervenir en este tipo de descentralización que supera las fronteras del ordenamiento laboral nacional.8


Así las cosas, resulta complejo encauzar la deslocalización en el marco jurídico laboral clásico; no obstante, en el concepto clásico, está ligada a la figura del cierre de empresas con sus correspondientes efectos y el consecuente traslado a un espacio geográfico gobernado por normas laborales menos benéficas para los trabajadores.9


En este orden de ideas, entenderemos por deslocalización productiva la descentralización territorial de la empresa que decide trasladar todo o parte de su ejercicio productivo a un espacio geográfico gobernado por normas laborales que consagran niveles de menor intensidad de protección a los trabajadores, en comparación con el país de origen de la misma empresa.



1.1. Clasificación


Entre las clasificaciones propuestas por la doctrina se destacan las clasificaciones con matriz económica del profesor El Mouhoub Mohoud,10 quien considera que la deslocalización puede clasificarse en defensiva; de margen; de eficiencia (ofensiva); reorientación del negocio principal; derivada o itinerante.




	

Defensiva: la empresa decide deslocalizarse como respuesta a la amenaza que representan las condiciones ofrecidas por la competencia basadas en precios bajos.




	

De margen: en este caso la deslocalización consiste en una estrategia de integración de marcas basada en productos subprocesados por empresas independientes del país que tiene condiciones salariales más bajas como estrategia para recuperar un margen del mercado.




	

De eficiencia (ofensiva): el objeto de esta tipología consiste en buscar en otros países mano de obra, que no está disponible en el país de origen, a un costo moderado para obtener una productividad elevada.




	

Reorientación del negocio principal: la deslocalización está ligada a motivos de racionalización del ejercicio productivo, esto es, de limitación del objeto social de la empresa.




	

Derivadas o itinerantes: se verifica en eventos de deslocalización por cualquiera de las situaciones descritas, en las que las empresas recurren a nuevas deslocalizaciones en países vecinos con salarios más bajos.11




	

A la inversa: existen evidencias de procesos de devolución de la deslocalización inicial, en función del aumento de los costos laborales en el país receptor del proceso productivo.







Tal es el caso de Haier, una empresa que produce y comercializa electrodomésticos, que había adelantado el proceso de externalización territorial hacia China, el cual ha reversado para retornar a Europa por causa del aumento del costo laboral, de traslado y de tasa de cambio en China (devaluación del 30% del yuan en cuatro años), factores que han llevado a la empresa a rediseñar el esquema para reimplantar la producción local con mayor utilidad.12


La clasificación de tipo jurídico adoptada aquí recoge diversos criterios doctrinales que permiten articular las razones económicas que acompañan a los procesos de deslocalización y los efectos consecuentes de regulación a la baja que escapan al derecho del trabajo territorial. Tal clasificación es la que se muestra a continuación:




	

Deslocalización absoluta primaria: corresponde a supuestos en que la decisión empresarial comporta localizar la compañía en un territorio que supone menores costos desde el inicio del desarrollo de la actividad productiva. La decisión empresarial de deslocalizar se da desde que se estructura la unidad de explotación económica. Los efectos jurídicos en este caso se analizan desde la perspectiva del principio de territorialidad y la unidad de empresa. 




	

Deslocalización absoluta secundaria: corresponde a las empresas constituidas en un territorio determinado que deciden trasladarse a una zona que ofrece menores costos de producción para aumentar el margen de utilidad. Los efectos jurídicos de esta decisión se enmarcan en el cierre de empresas, despidos colectivos, indemnizaciones por despido y seguros de desempleo.




	

Deslocalización relativa: se trata de procesos de externalización –subcontratas– parciales de la actividad productiva a una zona que ofrece menores costos para la compañía. Los efectos jurídicos de este tipo de deslocalización corresponden al régimen de las contratas o contratistas independientes y la unidad de empresa.




	

Deslocalización nacional: la decisión de traslado de la empresa absoluta o relativa se enmarca en el territorio de un país, de forma que el traslado responde a la obtención de ventajas de las denominadas maquilas o zonas francas (véase numeral 1.4 de este capítulo).




	

Deslocalización internacional: la empresa traslada la totalidad o parte de la producción al de otro país para obtener ventajas comparativas que ofrece el régimen del Estado de destino; este supuesto enmarca de manera particular el rediseño del principio de territorialidad clásico laboral (véase numeral 1 del capítulo 5).








1.2. Causas


La globalización de la economía y la superación del industrialismo clásico suponen en la economía posfordista esquemas de producción que permiten la separación del proceso productivo de la distribución y comercialización de bienes y servicios.


Las principales causas que determinan la deslocalización pueden agruparse en razones (i) Económicas: conquista de nuevos mercados, reducción del precio del bien final, reorganización empresarial y maximización de la utilidad; (ii) Laborales: los niveles tuitivos del ordenamiento laboral son efectivamente disímiles en cada país; ello condiciona la decisión de deslocalizar hacia países con estructuras salariales y prestacionales significativamente menores, situación que escapa al derecho del trabajo clásico nacional; y (iii) Jurídicas extra-laborales: aun cuando el presente estudio se centra en el impacto laboral de este tipo de descentralización productiva, existen otras razones que acompañan la decisión empresarial de deslocalizarse, tales como la carga fiscal, las obligaciones derivadas del respeto de los estándares ambientales y la efectividad del control jurisdiccional.13


La carga fiscal, la normativa ambiental, el mercado cambiario, las restricciones arancelarias y la seguridad jurídica integran, pues, el bloque extralaboral que condiciona la deslocalización de la empresa en un territorio que condensa condiciones que aumentan el margen de utilidad.14



1.3. Consecuencias


Los principales efectos de la deslocalización productiva se centran en la competencia a la baja, derivada de las asimetrías entre los sistemas de relaciones laborales que ofrecen diversos grados de protección.15


La destrucción del empleo en los países de los que emergen los procesos deslocalizadores de la producción condiciona la estructura laboral, estimulando la centralidad de la disciplina como elemento del sistema económico al servicio del aumento de las tasas de empleabilidad. Así, el país de origen del proceso de deslocalización ve disminuidas sus tasas de empleabilidad, que son exportadas a un tercer país que recibe los puestos de trabajo en relación con el sistema tuitivo de escaso desarrollo que permite el aumento de los niveles de utilidad que derivan del ejercicio productivo.


El incremento de las tasas de empleo en los países receptores los induce a mantener esquemas desregularizados y flexibles de las relaciones de trabajo, contaminando de elementos espurios a las tasas de empleabilidad, que redundan en perjuicio de los países involucrados en el proceso deslocalizador.16


La ruptura de fronteras derivada de la deslocalización en los términos referidos marca el punto de quiebre de los sistemas nacionales de regulación clásicos, que demandan la estructuración progresiva de sistemas universales de regulación (véase capítulo 3) que contengan los procesos de “fuga” protectores de la imputación de los esquemas de regulación laboral. 


En consecuencia, el aumento del nivel de empleabilidad en los países receptores de los procesos deslocalizadores está matizado por cuestionamientos en el cumplimiento de los estándares de trabajado decente (véase numeral 1 del capítulo 3), no siempre efectivos17 como factor de atracción de la inversión y dumping social.


La problemática suscitada se presenta, a manera de ejemplo, como manifestación específica en el marco de las empresas cárnicas belgas que se trasladan a Alemania para desarrollar allí el proceso de producción de la carne. En el país receptor el proceso productivo se lleva a cabo con trabajadores inmigrantes de Europa del Este, con parámetros que desconocen las categorías de trabajo decente (numeral 1 del capítulo 3); esta situación evidencia dentro de la 18 UE una deslocalización de tendencia de igualación “a la baja”.


La principal consecuencia la constituye el énfasis en la “culpa” que se atribuye al Derecho del Trabajo19 por el aumento del desempleo en los países en los que se originan los procesos de deslocalización, sustituyendo la disciplina protectora por un elemento de mercado que desconoce el postulado fundacional de la OIT, según el cual “el trabajo no es una mercancía”.


Las evidencias de precarización de las condiciones laborales derivadas de los procesos de deslocalización demuestran la complejidad del problema, principalmente en lo que tiene que ver con seguridad en el trabajo y las condiciones de prestación de los servicios. Tal es el caso del desplome del edificio Rana Plaza en Bangladesh, donde funcionaba un centro de producción de prendas de vestir destinado a marcas occidentales, que causó la muerte a más de mil ciento treinta y dos trabajadores; finalmente se pudo determinar la ausencia de medidas básicas de seguridad en el trabajo y de respeto de las garantías laborales.20


La oposición social, a través de campañas mediáticas de desprestigio en respuesta a los procesos de producción de las marcas involucradas, resulta ser un indicador de la poca importancia que prestan las empresas implicadas en aplicar correctivos, por cuanto la presión ejercida por tal oposición no es permanente en el tiempo y las empresas buscan contrarrestarla con acuerdos transnacionales con las organizaciones sindicales (véase numeral 3.1 del capítulo 2).


No obstante, la demanda de intervención extraterritorial en toda la cadena de producción quedó demostrada, dada la insuficiencia en el “cumplimiento” del marco regulador en el país destino (Bangaldesh) en el que las multinacionales textiles pretendieron fundamentar su ausencia de responsabilidad.21



1.4. La experiencia latinoamericana


Los países de América Latina han sido, en general, receptores de procesos deslocalizadores empresariales en el marco de las denominadas maquilas, que suelen estar ubicadas en zonas francas. Así pues, para entender los conceptos de maquila y de zona franca, a continuación se presenta el marco estructural de los procesos de deslocalización en Latinoamérica basados en dichas modalidades de contrato. 


1.4.1. Maquilas


La historia del contrato de maquila y su inclusión en los ordenamientos jurídicos latinos, herederos del Derecho Civil francés, está marcada por una resistencia inicial debida al monopolio que suponía la figura, ideada para regular los acuerdos entre el viñatero que entregaba la uva para la elaboración del vino y el bodeguero que se comprometía a devolver una determinada cantidad de vino. 


El contrato de maquila conlleva pues la entrega, elaboración y depósito de determinados bienes, dando estructura a la idea de un contrato de integración y cooperación, que fue rechazado inicialmente por los ordenamientos latinoamericanos.22 Hoy este modelo implica el supuesto de que una empresa que se asienta en un país determinado exporta los insumos correspondientes al proceso manufacturero a otro país con condiciones favorables de producción para, una vez se ha cumplido el proceso productivo, importar el producto final.23


En Centroamérica la maquila constituye una de las principales fuentes de empleo, particularmente en la industria textil. El desarrollo de la industria maquiladora se dio como resultado de programas desarrollados por Estados Unidos a través de la Iniciativa para la Cuenca del Caribe (Caribbean Basin Initiative),24 que desde 1984 exonera de impuestos de entrada a los productos provenientes de países que conforman esta zona. En el caso tanto de productos como de países que no están incluidos en la iniciativa, el desarrollo de la maquila se basa en la regla del pago de la nación más favorecida.25 


Por otra parte, los datos empíricos demuestran que la maquila centroamericana corresponde a procesos de subcontratación o externalización de empresas estadounidenses y asiáticas.26 Estados Unidos enmarca este modelo de producción en la categoría production sharing o producción compartida, y presenta indicadores que dan cuenta de la importancia de este esquema en el régimen de importaciones.27 Aunque los beneficios fiscales se legitiman en función de la creación de empleo mediante esta modalidad de producción, en la mayoría de los casos se trata de trabajos precarios, esto es, a jornada parcial, a destajo y por tiempo definido.


La ausencia de estabilidad, traducida en la constante amenaza de despido; la remuneración usualmente fijada por la combinación de tiempo disponible y resultados; las jornadas de trabajo que en promedio abarcan diez horas (7:00 a.m. a 5:00 p.m.) y que en algunas empresas se extiende hasta las 10:00 p.m., incluidos los fines de semana; los despidos violatorios de la libertad sindical, constituyen las principales razones para considerar este tipo de empleo fuera de las categorías básicas del trabajo decente.28 A lo anterior se suman las dificultades para identificar al empleador, hecho que redunda en limitaciones del derecho de libertad sindical y negociación colectiva. En materia de género, la mayoría de quienes trabajan en las maquilas son mujeres, que no encuentran opciones distintas para acceder a un rédito que les permita satisfacer sus necesidades.29


En suma, el sistema de producción regido por el principio “cero defectos y entrega justo a tiempo” contiene importantes obstáculos para generar empleo con estándares mínimos admisibles a la luz de los lineamientos de la OIT sobre calidad del trabajo, aunado a las dificultades para la efectividad de los controles por parte de la administración de trabajo que permitan adelantar procedimientos correctivos.30


En el caso de México, el desarrollo de la industria maquiladora es considerable, gracias a la proximidad geográfica con Estados Unidos y al impulso que desde 1965 se dio a esta industria como respuesta a la cancelación del programa de braceros suscrito con esa nación. El programa de la Industria Maquiladora de Exportación eliminaba los aranceles en la frontera norte, lo que permitió el crecimiento de la maquila como fuente de empleo e industrialización en dicha zona. Sin embargo, dicho programa concluyó en el año 2001, como parte de lo estipulado en el Tratado de Libre Comercio de América del Norte, por lo que a partir de ese momento la maquila pasó a regirse por la política fiscal general mexicana. 


Es bien sabido que el impacto de la maquila en el norte del país resultó fundamental para el desarrollo de esa región.31 No obstante, como ocurre en el caso centroamericano, la importancia de la industria maquiladora en México como fuente de empleo y desde el punto de vista económico contrasta con las precarias condiciones laborales y las dificultades de los trabajadores para exigir y reclamar sus derechos.32


Por su parte, los procesos de deslocalización productiva mediante el modelo de maquila experimentados en Colombia se han concentrado particularmente en Medellín y su área metropolitana, absorbiendo gran parte del segmento de empleo en la región.33


Los cambios del sistema de producción que explican la deslocalización y la utilización de la maquila como esquema de traslado de puestos de trabajo hacia América Latina, no obstante producir un efecto positivo en cuanto generación de empleo, presenta elementos que excluyen a este último de las categorías de trabajo decente (véase numeral 1 de capítulo 2).34


1.4.2. Zonas francas


Las zonas francas son franjas territoriales de un país con regímenes tributarios, arancelarios, ambientales y laborales especiales fijados a partir de las condiciones de producción favorables que dichos territorios ofrecen para la deslocalización productiva. Se basan en un sistema de incentivos a la inversión implementado a través de ventajas tributarias. Y puesto que en estas zonas un número importante de trabajadores desarrolla su actividad, es necesario rediseñar el derecho del trabajo de forma tal que ofrezca respuestas a la nueva situación de la superación de las fronteras del capital.35


Puesto que las zonas francas suelen albergar a las maquilas, esto determina la atención de la OIT para promover el trabajo decente en ellas. La problemática fue abordada en la 312.a reunión del Consejo de Administración celebrada en Ginebra, Suiza, en noviembre del 2011:


Las zonas francas industriales (ZFI) son zonas industriales dotadas de incentivos especiales para atraer a los inversores extranjeros, en las que los materiales de importación se someten a cierto grado de elaboración industrial antes de ser de nuevo exportados. Estas zonas existen tanto en las economías industrializadas como en las economías en desarrollo. El nombre con el que se las conoce varía según los países y, en general, constituyen un instrumento de política comúnmente empleado por los gobiernos para promover el comercio y las inversiones extranjeras directas (IED), así como la creación de empleos. Si bien es cierto que las ZFI ofrecen a determinados grupos de trabajadores, como las mujeres jóvenes y los trabajadores poco cualificados, la oportunidad de acceder al empleo en el sector formal, éstas siguen suscitando inquietudes por lo que se refiere a la calidad y la sostenibilidad de los empleos creados y el cumplimiento de las normas del trabajo.


El número de ZFI en todo el mundo sigue en aumento, y algunas de estas zonas siguen suscitando cuestionamientos e inquietudes desde el punto de vista de la creación de empleo y el respeto de los derechos de los trabajadores, especialmente en los ámbitos de la libertad sindical y de asociación, y de la negociación colectiva, la aplicación de la legislación laboral y las condiciones de trabajo.


En el caso colombiano las mercancías que ingresan en estas zonas son consideradas fuera del territorio aduanero nacional para efectos de los impuestos a las importaciones y a las exportaciones, de conformidad con lo establecido en el Decreto 4051 del 2007.


La mayoría de las investigaciones enfocadas en el estudio de las zonas francas dan cuenta de condiciones laborales precarias en los esquemas de maquilas que usualmente se establecen en ellas.36


1.4.3. Tratados de libre comercio.


La integración comercial en América Latina se ha articulado a través de acuerdos comerciales regionales consistentes en la ampliación de los mercados de bienes y servicios de los países participantes mediante la rebaja o eliminación de aranceles. A diferencia de la Unión Europea, en materia de tratados de libre comercio, las temáticas relativas a integración social, regional y libertad de movilización generadores de espacios supranacionales se reportan ausentes.


En este orden de ideas, los tratados de libre comercio contienen cláusulas sociales que operan no como conductos de armonización y equiparación de estándares laborales, sino como mecanismos de contención de estrategias de competitividad a través de la reducción de costos laborales en uno de los Estados parte, esto es el denominado dumping social. Por tanto, el compromiso de respeto de los derechos laborales en los Estados parte se reduce a una competencia para hacer viable el intercambio comercial de los países implicados.37


El Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN) [North American Free Trade Agreement (NAFTA)], que entró en vigencia el 1 de enero de 1994, no preveía las cláusulas sociales; no obstante, sendos acuerdos paralelos contienen el núcleo de compromiso de respeto de derechos laborales como parte del acuerdo comercial.38 Por su parte, los tratados posteriores, como el que Colombia suscribió con Estados Unidos en 2012, ya incorporan en su texto original un capítulo destinado a los asuntos laborales. En efecto, el capítulo 17 se destina a “asuntos laborales”, que entre las normas más relevantes incluye el compromiso de respetar los derechos fundamentales recogidos en la declaración de derechos fundamentales de la OIT; la aplicación de las normas laborales internas “de manera que afecte el comercio entre las partes”; el reconocimiento expreso de que resulta “inapropiado promover el comercio o la inversión mediante el debilitamiento o reducción de la protección contemplada en su legislación laboral interna”; el acceso a la administración de justicia para la efectividad de derechos laborales y la difusión de la legislación laboral.


De conformidad con los criterios acogidos por la OIT, las cláusulas sociales que acompañan a los TLC pueden clasificarse, de acuerdo con el criterio jurídico de intervención en función de los sistemas de coercibilidad, en las siguientes categorías:




	

Cláusulas promocionales: referidas a disposiciones para estimular la cooperación dirigida al respeto y control del cumplimiento de las normas que regulan el trabajo.




	

Cláusulas condicionales: enmarcadas en directrices laborales cuya inobservancia trae consigo consecuencias económicas sancionatorias derivadas del incumplimiento.







Los datos empíricos de referencia indican que de los doscientos cuarenta y ocho tratados de libre comercio actualmente en vigor en el mundo, cincuenta y ocho contienen cláusulas sociales; este hecho demuestra una tendencia al aumento de la inclusión de dichas cláusulas con una distribución de categorías promocional/condicional reflejada en la gráfica 1).39
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Gráfica 1 Cláusulas promocionales y condicionales en los TLC


Fuente: Organización Internacional del Trabajo.


Según el criterio de un sector de la doctrina –que defiende el privilegio del mercado sobre la protección de las garantías sociales–, la inclusión de cláusulas sociales en los tratados de libre comercio no resulta conveniente por constituir un retorno al proteccionismo comercial y, al mismo tiempo, considerar el crecimiento económico como portador per se de bienestar social, siendo innecesarias previsiones laborales en este tipo de acuerdos comerciales. No obstante, coincidimos con quienes defienden la tesis contraria, relativa a la pertinencia de las cláusulas sociales como mecanismo de control del cumplimiento de los estándares laborales y la no utilización de la reducción de los niveles tuitivos para la obtención de ventajas comerciales, criterio adoptado por el Congreso de Estados Unidos de acuerdo con el contenido de la ley del 6 de agosto del 2002, que habilitó al Gobierno estadounidense a negociar un tratado de libre comercio con Colombia con la condición de incluir cláusulas sociales.40


La redacción de un capítulo relacionado con el aspecto laboral en un acuerdo de libre comercio responde a la tendencia de los tratados posteriores al NAFTA de incluir cláusulas sociales41 y se explica, en el caso concreto del TLC entre Estados Unidos y Colombia, por la oposición de las organizaciones sindicales en ambos países a la suscripción del acuerdo, fundamentalmente por la ausencia de medidas que garantizaran el respeto de algunas garantías laborales, particularmente la libertad sindical en Colombia. Por ello, en abril de 2011 los presidentes Barack Obama y Juan Manuel Santos firmaron un acuerdo para implementar acciones encaminadas a superar las objeciones a la firma del acuerdo comercial. 


Entre los principales compromisos adquiridos por Colombia se encuentran: incorporar reformas legales que incluyen sanciones económicas por el uso indebido de cooperativas de trabajo asociado que conllevan esquemas de intermediación laboral; fortalecer la inspección de trabajo vinculando un importante número de inspectores (cuatrocientos ochenta en cuatro años); y sanciones penales por la vulneración de la libertad sindical.


Para soportar la oposición al acuerdo comercial, los sindicatos estadounidenses consideraron que los acuerdos de libre comercio propician la deslocalización productiva, a través de la maquila (véase numeral 1.4.1 anterior), en detrimento de las categorías de trabajo decente, lo que aumenta la tasa de desempleo de dicha nación. Por su parte, según las organizaciones sindicales de Colombia la producción nacional se vería seriamente afectada, esto sumado a la vulneración de la libertad sindical, reflejada en la tasa de homicidios sindicales,42 y el abuso de figuras de intermediación laboral que propician el trabajo precario. La Central Unitaria de Trabajadores (CUT) consideró que el acuerdo de libre comercio sería perjudicial para la industria, la agricultura, los servicios y en general para toda la producción colombiana; la central, con base en la asimetría entre las dos economías, consideró que Colombia estaría en absoluta desventaja, que se vería inundada de productos, mercancías, capitales y firmas de servicios de origen estadounidense, en detrimento del empleo y la producción nacional. En este orden de ideas, la oposición sindical en ambos países al acuerdo está soportada en la fuga de empleos que arribarán a un puerto que no puede ser calificado decente, producto de procesos de deslocalización productiva.


No obstante la oposición social, en octubre de 2011 el Congreso de Estados Unidos aprobó el tratado de libre comercio con Colombia,43 y a partir de la suscripción del acuerdo se dio vía libre a una fase de implementación proyectada para comenzar el 15 de mayo de 2012. La central obrera estadounidense AFL-CIO solicitó oficialmente al Gobierno de Estados Unidos aplazar la implementación del tratado en consideración al incumplimiento por parte de Colombia de los compromisos de corrección de políticas laborales asumidos para dicho fin.


A pesar de la dificultad para elaborar juicios de valor previos, el tratado en estudio es uno de los mecanismos de inserción de Colombia en la economía global. Se trata de un acuerdo en principio está referido a temas comerciales que, de una u otra forma, incluye una cláusula social que comporta una declaración de principios de respeto de la legislación laboral interna y el no uso del derecho laboral para obtener ventajas comerciales. 


La evidencia macroeconómica determina resultados desfavorables que se infieren de la caída de la industria en un 1,9% y de las exportaciones en un 2,2% en el año 2013. Estos datos respaldan la solicitud de las centrales obreras colombianas CTC, CUT, CGT y del Centro de Estudios de Trabajo, relacionada con la necesidad de revisar los TLC en virtud del impacto negativo en la economía y el empleo en Colombia.44



2. El contexto: globalización económica


El primer proceso de globalización del que se tenga registro en la historia reciente, denominado primera globalización, data del período 1870-1913, y estuvo caracterizado por la movilidad de capitales y facilitado por el sistema colonial, la adopción del patrón oro como sistema monetario y el crecimiento de la movilidad migratoria, fenómenos interrumpidos por las dos guerras mundiales que frenaron los procesos de integración del período precedente.45 Posteriormente, desde las últimas décadas del siglo XX el mundo se ha visto inmerso en un nuevo período que ha sido denominado segunda globalización, que será el tema de análisis en este aparte del libro.


El contexto económico que acompaña la deslocalización productiva está dado por la segunda globalización económica, esto es, la generalización del sistema productivo capitalista después de la caída del muro de Berlín en 1989. En efecto, puede decirse que a partir de este acontecimiento histórico desaparecieron las barreras ideológicas y, en algunos casos, las arancelarias y las monetarias. A pesar de las deficiencias de gestión de la globalización por parte de los organismos multilaterales que abordaremos aquí, esta puede redundar en beneficio social, siempre y cuando el enfoque que hasta ahora se le ha dado sea replanteado.46


La globalización implica la existencia de mercados cada vez más interdependientes que, gracias a los avances en materia tecnológica y de comunicaciones, generan el contexto de un mercado de carácter global. Se trata de una realidad del sistema económico nacida en las últimas décadas el siglo XX y consolidada en los primeros años del XXI, que ha reformulado el esquema de producción y evidencia la deslocalización de empresas.47


En el marco de la globalización se impone al derecho del trabajo un rediseño que le permita hacer frente a los esquemas de producción posindustriales, sin fronteras,48 en un mundo global que avanza a altas velocidades económicas, cuyas adaptaciones jurídico-laborales resultan demasiado lentas.49 Así, para el Derecho del Trabajo la globalización representa el desafío de adaptación a un marco de regulación diverso en el que el Estado, como centro de relaciones y de regulación, es desplazado por la empresa que rompe las fronteras de los Estados-nación.50


El fenómeno en estudio constituye el sustrato económico de los procesos de movilidad geográfica industrial que hemos denominado deslocalización productiva. El derecho del trabajo, concebido en el ámbito territorial de cada país, debe reformularse al evidenciar que las estructuras clásicas no son suficientes para asumir los retos que plantea la mundialización y la nueva estructura de producción transnacional.


Para atender los desafíos de la globalización, la OIT ha desarrollado un concepto denominado piso de protección social, propuesto por el grupo consultivo presidido por Michelle Bachelet, como complemento de los sistemas de seguridad social para garantizar a los ciudadanos (i) seguridad básica de los ingresos y (ii) acceso universal y asequibilidad a los servicios sociales esenciales a fin de garantizar un nivel de vida adecuado en el mundo globalizado.


La Conferencia Internacional del Trabajo realizada en 2011 definió el marco conceptual del piso de protección social:


Pisos de protección social, que incluyan garantías de seguridad social básicas para que, durante su ciclo de vida, todas las personas necesitadas puedan costearse una atención de salud esencial y puedan tener acceso a la misma, y gozar de una seguridad del ingreso que se eleve como mínimo a un nivel definido en el plano nacional. Las políticas relativas al Piso de Protección Social deberían tener por objeto facilitar un acceso efectivo a bienes y servicios esenciales, promover una actividad económica productiva y aplicarse en estrecha coordinación con otras políticas de promoción de la empleabilidad, reducción de la informalidad y la precariedad, creación de empleos decentes y promoción de la iniciativa empresarial.51


Como resultado de la inclusión del concepto en la conferencia de 2011, en la correspondiente al 2012 se inscribió en el orden del día la discusión sobre un proyecto de recomendación de la OIT52 sobre pisos nacionales de protección social para que hiciera parte del sistema de intervención global en materia laboral, cuyo objeto es que los países amplíen progresivamente el grado de cobertura de los sistemas de seguridad social, contributivos o no, para aliviar la pobreza, la vulnerabilidad y la exclusión social.


Para articular la implementación de los pisos de protección social, la Organización de Naciones Unidas elaboró el Manual y marco estratégico para las actividades nacionales conjuntas, que contiene una estrategia de intervención global como punto de partida para el perfeccionamiento de cada desarrollo particular de pisos de protección social, reconociendo expresamente la inexistencia de recetas globales que desconozcan las particularidades de cada país. De acuerdo con el manual, las políticas que desarrollen los pisos de protección social en cada país deberían, a título indicativo:




	

Elaborar medidas/regímenes/sistemas de protección social vigentes y estrategias nacionales de desarrollo;




	

evitar que se generen unas dependencias de largo plazo (en el ámbito de los hogares y a nivel macro) y daños morales;




	

incentivar y facilitar la inclusión social y en el mercado (estar impulsados por la demanda y orientados a los usuarios);




	

basarse en una clara definición de los derechos y deberes que rigen la relación entre los ciudadanos y el Estado, y




	

asegurar una financiación continua y predecible (preferentemente nacional).







El listado, como se expresa en el documento, es solo un indicador genérico de referencia a fin de que cada país desarrolle su propia estructura de piso de protección social, para que cada ciudadano disponga de los servicios esenciales y la seguridad del ingreso que garantice el acceso a unos bienes y servicios mínimos. 


Como corolario, exponemos a continuación los principales documentos y centros de poder en que radican las decisiones que direccionan la economía global, con muy escasos contenidos democráticos al no contar con mecanismos de participación ciudadana.53



2.1. El Consenso de Washington


La crisis económica de los años treinta del siglo XX determinó la adopción del modelo de sustitución de importaciones liderado por la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), caracterizado por el proteccionismo comercial y los subsidios estatales a la producción nacional de los países latinoamericanos, que determinó el desarrollo de un sistema tuitivo laboral como esquema de intervención para la regulación del trabajo asalariado.


La industrialización por sustitución de importaciones se adoptó como esquema de desarrollo económico en América Latina hasta finales del siglo XX, cuando las políticas de liberalización derivadas de la globalización y el final de la Guerra Fría impusieron la adopción global del sistema capitalista y liberal de producción. El hito histórico que determina el auge de la globalización lo constituye, como ya advertimos, la caída del muro de Berlín en 1989. 


El nuevo orden mundial demandó la adecuación de la estructura económica de cara a un mundo unipolar, recogida en el catálogo de políticas que debían adoptar los países y formulada por el economista John Williamson, denominada el Consenso de Washington (What Washington Means by Policy Reform). Este documento considera que frente al nuevo orden mundial las reformas adelantadas por los países deben promover, entre otras, disciplina presupuestaria, reformas impositivas, liberalización de los tipos de interés, liberalización del comercio internacional, privatización de empresas públicas y desregulación de los mercados.


Como producto de dichas reformas la mayoría de los países latinoamericanos54 adoptaron reformas estructurales de corte regresivo flexibilizador en sus sistemas laborales, cuya justificación descansó en la coherencia con las medidas de apertura económica implantadas en la década de 1990. Las orientaciones sobre reformas flexibilizadoras del ordenamiento laboral tenían como sustrato ideológico responsabilizar de la destrucción de empleos y de la incoherencia con el nuevo contexto económico al derecho del trabajo y su estructura, idea que el profesor Baylos ha denominado “culpabilización del derecho del trabajo”.55


En concordancia con el sistema económico, la flexibilización del mercado laboral (reducción del monto de indemnizaciones por despido injustificado, ampliación de las causales de contratación temporal, reducción de causales de estabilidad reforzada, entre otras) se presentó como alternativa de generación de empleo, una media de que veinte años después ha demostrado ser ineficiente e insuficiente.56


Los resultados de la implementación de las políticas sugeridas por el Consenso de Washington apuntan a la reformulación de dicha estrategia en lo que el premio Nobel de Economía Joseph Stiglitz ha denominado posconsenso de Washington,57 un nuevo modelo de estrategias planteadas por los propios países subdesarrollados que les permite fijar sus metas de inflación, regular el sector financiero y laboral así como la medida de la intervención pública de la economía más allá de las directrices que imponen el Banco Mundial y el FMI.


En suma, el Consenso de Washington articuló las directrices globales que habilitaron los procesos de deslocalización empresarial a partir de dos postulados: (i) liberalización del comercio internacional y (ii) eliminación de las barreras a las inversiones extranjeras directas.



2.2. La Organización Mundial del Comercio


Creada en 1995 como resultado de la Ronda de Uruguay, la Organización Mundial del Comercio (OMC) es una organización internacional que promueve la apertura económica, los acuerdos comerciales y la resolución de problemáticas relacionadas con el comercio. Los documentos constitutivos de la OMC no hacen ninguna referencia a las problemáticas de empleo, centrándose en la promoción del libre-cambio como base de la globalización de los mercados.58 No obstante, la primera conferencia ministerial, órgano de adopción de decisiones más importante de la OMC, celebrada en Singapur en 1996, adoptó una declaración en la que se reconoce expresamente el respeto de las garantías mínimas laborales, reconociendo la competencia de la OIT para desarrollar esta tarea. En este sentido, las normas laborales son una cuestión “no bienvenida” en la agenda de la OMC.59 La declaración de Singapur señala:


Renovamos nuestro compromiso de respetar las normas fundamentales del trabajo internacionalmente reconocidas. La Organización Internacional del Trabajo (OIT) es el órgano competente para establecer esas normas y ocuparse de ellas, y afirmamos nuestro apoyo a su labor de promoción de las mismas. Consideramos que el crecimiento y el desarrollo económicos impulsados por el incremento del comercio y la mayor liberalización comercial contribuirán a la promoción de esas normas. Rechazamos la utilización de las normas del trabajo con fines proteccionistas y convenimos en que no debe cuestionarse en absoluto la ventaja comparativa de los países, en particular de los países en desarrollo de bajos salarios. A este respecto, tomamos nota de que las Secretarías de la OMC y la OIT proseguirán su actual colaboración.


El texto de la declaración converge en el rechazo a utilizar la eliminación de las normas laborales como factor de competencia, al mismo tiempo que se declara el convencimiento de que el desarrollo económico contribuirá a la promoción de las garantías laborales. Así las cosas, la OMC promoverá el comercio internacional, mientras que la OIT lo hará en relación con el trabajo decente y los derechos fundamentales, labores que se consideran complementarias y concurrentes. 


La globalización comercial otorga a la OMC un papel determinante en la gobernanza global en materia de liberalización de las barreras comerciales, mientras que los niveles mínimos de protección laboral son asignados a la OIT. No obstante, se ha propuesto incluir en las directrices de esta organización la inclusión de cláusulas sociales60 en los tratados comerciales. La iniciativa no llegó a buen puerto, al ser considerada un mecanismo de competencia de los países industriales respecto de aquellos en vías de desarrollo con menores estándares de protección del trabajo, tendiente a corregir el obstáculo globalización/violación de garantías laborales.


El principal problema radica en el valor que se asigna a cada serie de estándares internacionales en el foro multilateral del comercio. Los estándares laborales no son como los de propiedad intelectual, que pueden ser la base de acciones o excepciones, ni de salud o ambientales, que si bien no sirven para accionar sí habilitan una defensa. El punto de controversia estriba en que los estándares laborales no pueden ser invocados como base de acciones ni excepciones. Las normas laborales son parte de un régimen general de desarrollo social que, aunque se relaciona en el acuerdo que establece la Organización Mundial del Comercio, no se ve reflejado en los acuerdos que suscribe la OMC.61


La OMC interviene y direcciona de manera global en el comercio mundial en conjunto con los organismos creados por la Conferencia Monetaria y Financiera de las Naciones Unidas, en el marco de los Acuerdos Bretton Woods, que dieron origen al Fondo Monetario Internacional (FMI) y el Banco Mundial.


En diciembre de 2013, en la reunión de Bali, Indonesia, la OMC retomó la senda iniciada en la ronda de Doha, Catar, del 2001, dirigida a profundizar el libre comercio y la sustracción de barreras a la circulación de bienes y servicios de matriz neoliberal como respuesta a la crisis derivada de las mismas políticas. El fomento de la liberalización comercial sin referencias a la protección de derechos fundamentales se evidencia en el contenido del preámbulo del acuerdo sobre facilitación del comercio derivado de la conferencia ministerial celebrada en Bali entre el 3 y el 6 de diciembre de 2013:


Los miembros,


Habida cuenta de la Ronda de Doha de Negociaciones Comerciales Multilaterales;


Recordando y reafirmando el mandato y los principios que figuran en el párrafo 27 de la Declaración Ministerial de Doha y en el Anexo D de la Decisión relativa al Programa de Trabajo de Doha adoptada por el Consejo General el 1º de agosto del 2004, así como en el párrafo 33 y el Anexo E de la Declaración Ministerial de Hong Kong;


Deseosos de aclarar y mejorar aspectos pertinentes de los artículos V, VIII y X del GATT de 1994, con miras a agilizar aún más el movimiento, el levante y el despacho de aduana de las mercancías, incluidas las mercancías en tránsito;


Reconociendo las necesidades particulares de los países en desarrollo y especialmente de los países menos adelantados miembros y deseando potenciar la asistencia y el apoyo para la creación de capacidad en esta esfera;


Reconociendo la necesidad de una cooperación efectiva entre los miembros en las cuestiones relativas a la facilitación del comercio y el cumplimiento de los procedimientos aduaneros. 


La estrategia adoptada por la OMC profundiza la demanda de una intervención supranacional que incorpore elementos de corrección a los desvíos sociales provocados por la liberalización económica global, promovida por el organismo en cuestión, que además de su ineficacia económica ha probado falta de aptitud para alcanzar desarrollos sociales derivados del libre comercio.



2.3. El Fondo Monetario Internacional


El FMI es el organismo que interviene en la búsqueda de la estabilidad del sistema monetario internacional, esto es, según su propia definición, “el sistema de pagos internacionales y tipos de cambio que permite a los países (y a sus ciudadanos) efectuar transacciones entre sí”.


Creado en los acuerdos de Bretton-Woods en 1944, su principal objetivo consistía en evitar crisis de los sistemas monetarios y ayudar a los países que presenten problemas en su balanza de pagos para prevenir acontecimientos como la depresión económica mundial de los años treinta. Sus directrices establecen el parámetro de acceso de los países al crédito internacional, por tanto, constituyen los fundamentos de la marcha de la economía mundial.


La ausencia de contenidos democráticos en las políticas del FMI ha sido fuertemente criticada por el profesor Joseph Stiglitz, pues resulta paradójico que si bien se alimenta de recursos provenientes de los contribuyentes de todo el mundo, solo informe de sus políticas a los ministros de Hacienda y a los bancos centrales de los Gobiernos del mundo.


La hoja de ruta de adecuación de los sistemas económicos en América Latina está condensada en el documento Stabilization and Reform in Latin America: A Macroeconomic Perspective on the Experience Since the Early 1990s, que analiza la denominada década perdida de los ochenta y las reformas que debían ser adoptadas como condicionantes de acceso al crédito.


Las principales recomendaciones defienden la reducción del gasto social para el saneamiento presupuestal, el incremento del recaudo fiscal y el libre mercado, reduciendo al máximo la intervención del Estado en la economía. En materia laboral, el documento presenta como uno de sus hallazgos la excesiva rigidez del mercado laboral en comparación con otras regiones, según el estudio, esto contribuye a la rigidez estructural de la economía; asimismo, que las tasas impositivas, entre ellas las contribuciones al sistema de seguridad social, distorsionan el contexto y desincentivan el empleo en el sector formal. El documento concluye que, como producto de lo anterior, las tasas de desempleo y el mercado informal van en constante aumento.


Por tanto, el FMI propone desregulación del mercado laboral y flexibilidad, al tiempo que la liberalización de los mercados de capital como fórmulas que deben adoptar los países para el crecimiento económico. Estas directrices están sustentadas sobre el concepto según el cual los mercados constituyen una institución perfecta que no debe ser regulada, concepción defendida por el FMI.


No obstante la crisis del sistema económico mundial de 2008, el FMI mantiene su defensa de la flexibilidad laboral como respuesta a la crisis, ya que, de acuerdo con sus previsiones, los países con mercados laborales flexibles experimentarán una crisis de corta duración, mientras que aquellos con mercados rígidos atravesarán una primera etapa de la crisis menos drástica, pero con efectos persistentes.62 Los resultados de la implementación de dichas políticas no han sido favorables. En la crisis de principios de siglo, Argentina y las economías mundiales dan cuenta de los pecados de la liberalización de los mercados como directriz mundial impuesta por el FMI. En suma, las políticas de este organismo llevaron al mundo al borde del colapso global.63


Los desaciertos de las directrices impartidas por este organismo, reflejados en los resultados de la implementación de sus políticas, a las cuales los países se ven obligados para garantizar el acceso al crédito internacional, aconsejan un cambio de rumbo en la gestión de la crisis, que no solo ha sido errado en materia económica sino también en temas laborales, ya que las reformas implementadas no han logrado disminuir las tasas de desempleo64 prometidas como compensación a la reducción de garantías sociales.


No obstante, en el marco de la crisis económica, el FMI mantiene la política de intervención en las relaciones laborales para armonizarlas con los postulados de libre mercado y reducción de la intervención del Estado que el fondo defiende. En concreto, se promueve una reforma al régimen laboral que reduzca los costos del despido, la reducción general de salarios como fórmula para aminorar el desempleo “inaceptablemente alto” y la reconducción al modelo de contrato único (véase numeral 2.2 del capítulo 3), eliminando la tipología contractual que contiene las diversas modalidades laborales.65


Conviene reiterar la ineficiencia de las medidas relacionadas con la protección al empleo (véase numeral 2.2 del capítulo 4) que se han incorporado como fórmula para crearlo y que han probado ser inadecuadas para el fin que promueven, sin perjuicio de la afectación del modelo de derecho del trabajo tuitivo de la parte débil de la relación en procura de un sistema al servicio del mercado.



2.4. El Banco Mundial


Con origen en los acuerdos Bretton-Woods, y como agencia de las Naciones Unidas, la creación del Banco Mundial hizo parte de la estrategia de intervención global posterior a la Segunda Guerra Mundial para financiar la reconstrucción posbélica. El objetivo del Banco Mundial consiste en luchar contra la pobreza a través de un proceso de globalización inclusivo y sostenible.


El Banco Mundial –originalmente Banco Internacional para la Reconstrucción y el Desarrollo– debía atender las problemáticas derivadas de la asignación de gasto público en los países, así como sus políticas comerciales y laborales; por su parte, el FMI debería intervenir globalmente en temas monetarios y situaciones deficitarias. Sin embargo, prevalecieron los postulados del FMI sobre la libertad de mercados como forma de autogobierno de la economía mundial, desarrollando una posición imperialista de las posturas de esta institución sobre las del Banco Mundial.66


Gran parte de las directrices del Banco Mundial en materia laboral se recogen en el documento Work Development Report, 1995. Workers in an Integrated World, que abogan por reformas estructurales en materia de flexibilidad de remuneración y movilidad laboral, adoptando políticas encaminadas a asistir a los afectados por las medidas en la consecución de un empleo.


Con base en el impulso de las ideas del Banco Mundial sobre flexibilización laboral, en Colombia se promovió la Ley 789 de 2002, que reducía la indemnización por despido sin justa causa, reducía el valor del trabajo suplementario y contemplaba jornadas flexibles como medidas para la creación de empleo. No obstante estar claro que la ley laboral es incapaz de crear empleo por sí misma, el Banco Mundial adoptó la ley señalada como modelo de los beneficios de la flexibilización laboral, atribuyendo a la reforma la creación de trescientos mil puestos de trabajo. Sin embargo, estudios realizados por el Centro de Investigaciones para el Desarrollo de la Facultad de Ciencias Económicas de la Universidad Nacional y el profesor Alejandro Gaviria dan cuenta de solo quince mil.67


Las diferencias entre las cifras revelan la dificultad para medir el impacto de una reforma laboral, ya que esta no es idónea para la creación de empleo si denota los modestos resultados de las políticas flexibilizadoras impulsadas por el Banco Mundial en materia de reducción del desempleo.


El documento publicado por el Banco Mundial en octubre de 2010, Trabajos y la crisis, ¿qué se ha hecho y a dónde ir?, insiste en mantener y extender la flexibilización del mercado laboral y la ampliación de la cobertura de los sistemas de seguridad social como respuesta a la crisis económica mundial.



2.5. El Banco Central Europeo


Creado el 3 de mayo de 1998 por el Consejo de Europa, constituye el órgano rector de la política monetaria dentro de la UE. Entre sus principales funciones se encuentran el control de la liquidez, las operaciones de mercado abierto, la fijación de las reservas que deben apropiar las bancas centrales nacionales y operaciones de crédito con los institutos crediticios.


En principio, el Banco Central es una organización independiente de la UE que goza de personalidad jurídica propia y que deriva su independencia de lo establecido en el artículo 340 del tratado constitutivo de la Unión. Los parámetros crediticios determinan gran parte de las decisiones políticas dentro de los Estados miembros, de forma que los pronunciamientos democráticos nacionales se ven afectados por la inexistencia de alternativas a las políticas económicas que se imponen desde la Banca Central europea.68


En definitiva, como sostiene el profesor Romagnoli, la emergencia económica llega a ser una emergencia democrática, de sustitución de la soberanía popular por el mercado, ya que las medidas que deben adoptar los Estados como parte de sus políticas –entre ellas la laboral– para acceder a los mecanismos de crédito no necesariamente son legitimadas a través de los conductos democráticos.69 Así lo reflejan las principales corrientes de opinión pública en los principales países de la unión, que claman por la recuperación de la gestión política sobre la económica.70


El panorama descrito enmarca el contexto que favorece la deslocalización del capital en Europa, que se ve propiciado por la crisis y que ha derivado en el gobierno del Banco Central, restringiendo la capacidad de decisión de las entidades depositarias de la soberanía de cada país. Así, se impone privilegiar las directrices económicas, relajando las garantías y tutelas laborales, y frustrando las promesas de la Carta de Niza, que constituyen parte del ADN social del proyecto europeo. 


La resolución del acertijo para el derecho del trabajo definirá su supervivencia, ya que solo al plantear alternativas de adecuación contextual será capaz de resistir las imposiciones del sistema económico que abogan por el gobierno de los sistemas financieros como respuesta a la crisis.



2.6. El G-20


El fracaso del modelo centrado en el mercado guiado por las economías de los países desarrollados, representados en el G-7,71 que diseñaban la arquitectura de la economía y la integración social determinó el desplazamiento de poder72 a un nuevo grupo que incluye a países en desarrollo, el G-20,73 y que constituye el foro mundial de intervención económica más importante en la globalización.


La cumbre del año 2011 del G-20 celebrada en Cannes, Francia, analizó la importancia del crecimiento y el empleo dentro del “Marco para un crecimiento sólido, sostenible y equilibrado” que, junto al documento que contiene las conclusiones de la reunión de los ministros de trabajo y empleo de ese grupo de países, constituye las orientaciones básicas de las potencias sobre crisis financiera y empleo, cuyos pilares de actuación, que incluyen un rediseño de la intervención del Estado en la economía global y las políticas de generación de empleo, se enlistan a continuación:




	

Mejorar las políticas activas de empleo, especialmente para los jóvenes y otros grupos vulnerables. Los países se comprometieron a impulsar la promoción de políticas e instituciones que mejoren el empleo y el crecimiento económico, así como a contribuir en la creación de los empleos de calidad que sus pueblos demandan. Asimismo se reconoce que la interacción entre el crecimiento económico y el empleo y la protección social debe ser explorada detalladamente.




	

Fortalecer la protección social mediante el establecimiento de pisos de protección social adaptados a cada país. Existe una relación directa entre las conclusiones que analizamos y el informe sobre pisos de protección social elaborado por encargo de la OIT a la Comisión Bachelet (véase numeral 1.3 del capítulo 3), del cual se recomienda que sea integrado en las prioridades de las organizaciones internacionales, como estrategia de extensión de seguridad social, comprendiendo un conjunto de garantías sociales para todos y la implementación gradual de estándares más elevados.




	

Promover la aplicación efectiva de los derechos sociales y laborales fundamentales contenidos en la Declaración de 1998 de la OIT (véase numeral 2 del capítulo 3).




	

Reforzar la coherencia de las políticas económicas y sociales. Los ministros de Trabajo del G-20 reconocen la importancia de afianzar la coherencia de las políticas sociales frente a la globalización en cada país, de forma que se consolide una mejor coordinación de los objetivos económicos y sociales de los organismos internacionales.







Como resultado de la estrategia de intervención señalada en los cuatro postulados, la declaración de los ministros de Trabajo del G-20 promulgada en Cannes en septiembre de 2011 revela el desafío de afianzar una mayor integración de los jóvenes, las mujeres y los inmigrantes en el contexto de globalización y acelerados cambios tecnológicos en el mercado laboral del mundo. Al mismo tiempo, reconocen que mejorar la calidad del empleo es el gran desafío al que se enfrentan los países del G-20 para eliminar la dualidad entre los trabajos decentes y los que no lo son, identificando y reconociendo un creciente segmento de fuerza de trabajo vinculada con contratos temporales, como lo evidencia el estudio desarrollado en diez países y que identifica que el 10-25% de los trabajadores se vincula a sus trabajos mediante esta modalidad de contratación.74


Al mismo tiempo que se celebraba la reunión del G-20, los días 18-19 de junio de 2012 en México, el grupo Labour-20 (L-20), que reúne a las organizaciones sindicales de los países del G-20, llevaban a cabo una reunión en la que profirieron una declaración que condensa la posición de los sindicatos frente a la prevalencia del enfoque financiero y en la que se insta a los líderes del grupo de los veinte a reactivar la recuperación económica mundial con políticas de generación de empleo que incrementen la inversión pública, retomen la regulación del sistema financiero y desarrollen el postulado básico de la declaración: “Son los Gobiernos democráticos, no los mercados financieros, los que deben establecer el programa de políticas”.


Un año después, la declaración final de la cumbre, desarrollada en septiembre de 2013 en San Petersburgo, Rusia, reafirmó la decisión conjunta de emprender acciones tendientes al crecimiento con empleos de calidad en consonancia con la labor que desarrolla la OIT para la consecución del mismo fin. En el acápite “Crecimiento a través de empleos de calidad”, la declaración afirma:


Las reformas en las políticas para apoyar el aumento del empleo y facilitar la creación de puestos de trabajo y una mejor adecuación de las habilidades para las oportunidades de trabajo son centrales en la estrategia de crecimiento. Nos comprometemos a tomar acciones de diversos tipos adaptadas a las circunstancias nacionales, para promover más y mejores empleos:




	

Mejorar el entorno empresarial y estimular la creación de empleos formales y más productivos, a través de reformas estructurales pro-crecimiento de los mercados de productos y laborales, incluyendo la promoción de mercados laborales adaptables y eficientes, asegurando una adecuada protección laboral como también apropiados sistemas tributarios y otras iniciativas gubernamentales que se requieran de acuerdo con las circunstancias nacionales.




	

Invertir en las habilidades de nuestros ciudadanos, educación de calidad y programas de aprendizaje de por vida para otorgar a aquellos portabilidad de conocimientos y mejores perspectivas para facilitar la movilidad y mejorar la empleabilidad.




	

Mejorar la calidad del empleo, incluyendo las condiciones de trabajo, los marcos de negociación salarial, los sistemas nacionales de fijación del salario y el acceso a la protección social.




	

Desarrollar planes o conjuntos de acciones en materia de empleo específico en cada país sobre los cuales se discutirán los progresos en Brisbane.75







En suma, la declaración final aboga por medidas de recuperación de la crisis en el marco de un modelo inclusivo de crecimiento, promoviendo políticas de largo plazo y descartando el crecimiento de unos pocos países a expensas de otros.


Desde otra perspectiva, la globalización abre espacios a grupos que diversifican los focos de poder económico. Este es el caso del denominado BRIC (Brasil, Rusia, India y China, países a los que se unió Sudáfrica para conformar los BRICS), un grupo influyente en la economía mundial que, con base en una participación considerable en el comercio mundial, su territorio y su población, defiende alternativas de intervención en el mercado laboral. Dichas alternativas abogan por la cualificación del trabajo para hacer frente a la variable de envejecimiento de la población, debido a las bajas tasas de fertilidad que contrastan con los altos índices de longevidad.76 Otro de los retos que deben afrontar los BRICS apunta a contener y reducir la creciente informalidad en sus países, que supera el 90% en la India y constituye un problema de gran magnitud en Brasil y China.



2.7. Crisis económica mundial


El Derecho del Trabajo que conocemos es fruto del sistema capitalista industrial que en su desarrollo histórico, ha afrontado sucesivos eventos de crisis. Este argumento le sirve al profesor Palomeque López para indicar que las crisis son como “compañeros de viaje, no queridos pero históricos”77 de esta rama del derecho. En ese sentido, las crisis que integran los ciclos económicos hacen parte del sustrato del derecho del trabajo que debe adecuar sus estructuras para ofrecer respuestas de contenido social al desarrollo económico.78


La crisis económica que sirve de contexto al desarrollo de las relaciones laborales posfordistas favorece los procesos de deslocalización en procura del mantenimiento o del aumento de los márgenes de utilidad empresarial afectados por la coyuntura económica. El contrato de trabajo diseñado para soportar las certezas del Estado-nación, la fábrica, el sindicato y el principio de estabilidad ha pasado a la historia.79 El capital transnacional, que determina cambios estructurales en el sistema de producción –denominado posfordismo–, supone el escenario propicio para las deslocalizaciones en el marco de un sistema económico basado en la libertad de mercados impulsado por el FMI y el Banco Mundial.


El telón de fondo de las relaciones laborales del siglo XXI está relacionado con el contexto económico de matriz neoliberal que determinó la crisis económica mundial como resultado del crecimiento económico de los bancos estadounidenses fundamentado en la especulación financiera. Así pues, la ausencia de intervención permitió a algunas entidades financieras conceder un número importante de créditos inmobiliarios a personas sin la solvencia para pagarlos, para mezclarlas con otro tipo de operaciones que sí contaban con el respaldo suficiente y colocarlas en el mercado bursátil integrando una “deuda estructurada” que combina los dos tipos de crédito.


La ineficacia de las firmas auditoras deshabilitó los controles internos derivando en la quiebra de empresas como Enron y Lehman Brothers, como consecuencia de la compra del crédito inmobiliario de la deuda estructurada de las entidades financieras.80 En el caso de España, la especulación que desde 1997 incrementó la oferta de las constructoras por encima de las necesidades reales de la demanda social produjo el aumento de los precios sin soporte económico, provocando así una burbuja inmobiliaria que estalló en 2008.


La especulación inmobiliaria incrementó el endeudamiento español a través de los créditos hipotecarios concedidos por los bancos sin medidas de control sobre el riesgo de solvencia para el pago de la deuda. La sobreoferta, el agotamiento de la demanda y el endeudamiento produjeron la intervención económica y sometió al Gobierno español a cumplir con los requisitos impuestos por las autoridades europeas que promueven e imponen la austeridad en el gasto, sin que el remedio haya probado su validez científica para la salida de la crisis.81


Así las cosas, el colapso del sistema en 200882 dio inicio a una crisis económica cuyo epicentro se localizó en los países desarrollados y que poco a poco se extendió por todo el mundo; la interdependencia de las economías –globalización– así lo determinó. Paradójicamente, el liberalismo económico generador de la crisis demanda mayores niveles de desregulación económica y de la relación de trabajo en forma consecuente, profundizando los niveles de desempleo y la erosión del trabajo decente como mecanismo de corrección del poder empresarial.83 De acuerdo con la OIT, en 2008 el número de desempleados aumentó en catorce millones,84 una de las principales consecuencias de la recesión mundial. 


Según informe de la Comisión Stiglitz sobre la crisis económica mundial, los factores que dieron lugar a la inestabilidad financiera y determinaron el colapso del sistema están dados por la combinación de una política monetaria imprecisa, una regulación deficiente y una supervisión negligente.85 Por su parte, las respuestas frente a la crisis están enfocadas en la aproximación a sus causas: por un lado se culpa al excesivo gasto público y el aumento de los salarios, que soportan la fórmula de salida en la austeridad y en recortes de perfil neoliberal, cuya ineficacia para afrontar la situación ha sido demostrada; por otro, a la errónea formulación de políticas públicas, cuya respuesta austera desconoce los precedentes históricos de las mayores depresiones económicas ocurridas a mediados del siglo XX y que fueron superadas mediante el aumento de la inversión y el gasto público.86 


Las dificultades de adecuación del derecho del trabajo a la crisis y la globalización –universalizadora de la crisis y de fenómenos que destruyen las categorías clásicas del contrato como la deslocalización–, suponen “tiempos difíciles”, como los denomina el profesor Baylos, quien además plantea la erosión de las bases democráticas que constituyen las respuestas a la crisis mediadas no por decisiones nacionales sino por directrices globales que deben ser ejecutadas con independencia de ideas y vertientes provenientes de la soberanía popular de los países comprometidos.87


La crisis pone de manifiesto que la política del libre mercado sin Estado y sociedad ha dado al traste con el sistema económico mundial, que demanda una urgente reorientación de las políticas que lo gobiernan. Este hecho lo demuestran las grandes potencias mundiales –y en especial Estados Unidos– al borrar con el codo las dogmáticas afirmaciones sobre la bondad de la libertad de mercado y la necesidad de las políticas de ajuste.88 En un documento titulado A Global Policy to Address the Global Crisis, la OIT plantea algunas salidas a la crisis:




	

Las soluciones que fundamentan el Consenso de Washington –de regulación, recortes en protección social y enfoque en las labores organizacionales principales de las empresas (véase numeral 2.1 de este capítulo)– deben ser descartadas.




	

Se debe, en primer lugar, estabilizar el sistema financiero. Se recomienda incorporar garantías públicas para las deudas de los bancos e inyectar capital al mercado.




	

En segundo lugar, se debe proveer empleo. Se aboga por la cohesión del mercado laboral; el apoyo de empresas sostenibles y la consecuente creación de empleo y la promoción de la reinserción rápida al empleo.




	

Aumentar la protección social. La OIT recomienda medidas específicas para los grupos de bajos ingresos; restauración de los estados financieros de los sistemas pensionales y aumento del acceso a los beneficios.




	

Las políticas referidas deben todas descansar sobre la base de la agenda del trabajo decente (véase numeral 1 del capítulo 3) para establecer una política global para una globalización más justa.89







La crisis supone el punto de quiebre del sistema capitalista de libertad de mercados aparejada a la idea de desregulación de la relación de trabajo acogida por el Consenso de Washington (véase numeral 2.1) como mecanismo de creación de empleo, idea que igualmente fracasó. La flexibilización, entendida como reducción de garantías para fomentar la generación de puestos de trabajo, demostró suficientemente su falta de idoneidad para tal fin. 


Al mismo tiempo, la crisis alimenta los procesos de descentralización territorial que en materia laboral debe ser asumida con una estrategia global que contenga estructuras de garantías mínimas que permitan reducir la exportación de la precariedad y prevenir el aumento de las tasas de desempleo en los países que participan en dichos procesos. Por ello, para enfrentar los retos que plantea la crisis económica mundial, la OIT aboga por dar respuestas basadas en el trabajo decente (véase numeral 1 del capítulo 3), con el empleo y la protección social en el centro de las medidas excepcionales de estímulo fiscal, protegiendo a las personas vulnerables y reactivando la inversión y la demanda en la economía.90


En el año 2009, la Conferencia Internacional del Trabajo adoptó como respuesta a la crisis un “Pacto mundial para el empleo”, que se autodefine como la estrategia de la OIT para salir de la crisis. El documento promueve una respuesta a nivel global sobre la base de la promoción del trabajo decente mediante la estructuración de entornos favorables a la creación de empresas sostenibles, coordinadas con políticas activas de inclusión en el mercado laboral acompañadas de formación profesional y desarrollo de competencias que mantengan los vínculos de los desempleados con las relaciones laborales. Asimismo, se promueven los mecanismos de diálogo social en la fijación de las escalas salariales para restringir los supuestos de fenómenos deflacionarios de la economía; también se declara la necesidad de intervenir el mercado global a fin de propiciar espacios favorables para la generación de trabajo decente, descartando la premisa el desarrollo económico conllevará per se bienestar social:


La cooperación es especialmente importante con respecto a las siguientes cuestiones:




	

La construcción de un marco regulador y de control del sector financiero más fuerte y más coherente a nivel mundial, de manera que dicho sector sirva a la economía real, promueva las empresas sostenibles y el trabajo decente y asegure una mejor protección de los ahorros y las pensiones de las personas. 




	

La promoción de un comercio y unos mercados eficientes y bien regulados que redunden en beneficio de todos, y la adopción de medidas para evitar que los países recurran al proteccionismo. A la hora de suprimir los obstáculos a los mercados nacionales y extranjeros hay que tomar en consideración los diferentes niveles de desarrollo de los países.








2.8. Incidencia de la crisis en América Latina


No obstante la centralidad de la crisis en el continente europeo, los posibles efectos en el contexto latinoamericano afectarán las relaciones laborales, en especial los índices de empleabilidad que demandan adecuaciones para afrontar las consecuencias de la contracción económica.


Frente a la crisis europea, la OIT recomienda a los países latinoamericanos acentuar la inversión pública que conlleve generación de empleo en contra de la directriz europea de recortes del gasto; mantener el crédito de las empresas como fuente de trabajo; promover la protección del empleo y la negociación colectiva en contraste con el modelo de liberalización del despido; implementar programas de empleos de emergencia; afianzar los sistemas de control del cumplimiento de las normas laborales en concordancia con el diálogo social.91


La propuesta de la OIT se fundamenta en el fortalecimiento de las instituciones laborales como medida para prevenir los efectos adversos de la crisis en América Latina, adscribiéndose al neoinstitucionalismo que defiende la solidez de las instituciones incluyentes como fundamento del desarrollo de los países.92


Frente a la indeterminación de la extensión de la crisis económica en el ámbito latinoamericano, se sugiere la combinación de medidas de cara al fortalecimiento de las instituciones que soportan el sistema laboral y a la posible contracción de la economía derivada de la recesión europea. Así, y en oposición a las fórmulas de recorte del gasto público adoptadas por las instituciones europeas, se recomienda a las instituciones latinoamericanas privilegiar las inversiones públicas con más empleos como medio de rechazo a las medidas de restricción del gasto público y, como consecuencia, de algunos derechos (servicios públicos, educación, etcétera), una alternativa para afrontar la crisis distinta a someterse a las políticas crediticias que derivan en desempleo estructural. Asimismo, se aboga por un sistema de incentivos y de créditos a las pequeñas empresas, las fuentes de empleo de referencia, como mecanismo para prepararlas de cara a un contexto económico desfavorable; igualmente, se acoge la protección del empleo y la negociación colectiva que en períodos de recesión se ven erosionados reduciendo las garantías de estabilidad que derivan en la desvinculación de personal con formación en el trabajo; en este último caso entre las alternativas propuestas están la repartición del tiempo de trabajo y la negociación colectiva de las respuestas a la adecuación del sistema de producción. Por último, se prioriza la protección ante el desempleo, proponiendo su implementación en aquellos países que carecen del sistema de protección con cobertura temporal considerable en atención a la extensión de los tiempos de la contingencia derivados de la crisis.93



3. Libertad de iniciativa económica


La garantía que soporta la decisión empresarial de adoptar un proceso de descentralización territorial de la producción alude a la libertad de iniciativa económica contenida en el catálogo de derechos constitucionales de la mayoría de las cartas fundamentales de la segunda posguerra. El sistema capitalista se estructuró sobre dos pilares constitucionales básicos: (i) la propiedad privada y la libertad empresarial;94 (ii) el reconocimiento del derecho al trabajo decente (en condiciones dignas y justas) por parte de los textos fundamentales y que la iniciativa económica debe respetar como límite a dicha garantía. La Corte Constitucional colombiana resalta la garantía de la libertad de empresa en la Constitución, condicionada al respeto de las garantías sociales previstas en el mismo ordenamiento.95


En la teoría constitucional moderna, la ponderación de bienes jurídicos96 explica los conflictos entre derechos fundamentales como supuestos de adecuación de las garantías y la determinación de sus límites que, en casos como el derecho del trabajo, constituye el límite a la libertad empresarial. Las declaraciones de equilibrio planteadas en las afirmaciones anteriores están centradas en el modelo de Estado-nación que el desarrollo de la producción ha conducido a espacios transnacionales en un mundo globalizado, cuyas fronteras son cada vez más difusas (véase numeral 2 de este capítulo).97 En este orden de ideas, la empresa goza de prerrogativas y facultades para el desarrollo de la actividad productiva que, no obstante, son limitadas, constituyendo el derecho del trabajo justamente una progresiva limitación de los poderes del empresario.98


La libertad de empresa emana del principio de libre competencia, pilar básico del desarrollo del sistema capitalista, que en su derivación neoliberal justifica la ausencia de intervención estatal, sustituida por la afirmación contraevidente según la cual el desarrollo del mercado genera por sí mismo crecimiento social. Así las cosas, el desarrollo de la libertad de empresa en la globalización ha permitido la deslocalización productiva como una estrategia empresarial, limitando las capacidades de intervención del derecho del trabajo en el ámbito supranacional. 


En el caso de Europa, los pilares que constituyen el desarrollo de la libertad empresarial en la integración del mercado común europeo se asientan sobre cuatro libertades básicas: (i) la libertad de circulación de personas; (ii) la libertad de circulación de capitales; (iii) la libertad de circulación de mercancías y servicios y (iv) la libertad de establecimiento. No obstante, los diques de contención para amortiguar los efectos de la libertad empresarial y el desarrollo del mercado no resultan eficaces para incorporar elementos que desarrollen el modelo social europeo.
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